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León, Guanajuato, a 10 diez de marzo del año 2010, dos mil diez. . . . . . . . . . . . 
V I S T O  para resolver el expediente número 117/2009-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por BERNARDO RAMÍREZ GONZÁLEZ, en contra del Director General de Tránsito, del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal, María Juana Verdín Andrade, José Ulises Ramírez Andrade y José de la Luz Martínez García, quienes notificaron el acto impugnado, todos  de León, Guanajuato; y, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes: . . . .  . . . . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que de un estudio integral al escrito inicial de demanda de nulidad y al de ampliación, se  advierte que se impugna la resolución de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, emitida dentro del procedimiento administrativo número 485/08 TRA y su notificación; y, el primer acto se acredita con la copia certificada notarialmente de la citada resolución y con el reconocimiento que hace el Presidente del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpo de Seguridad Pública en su contestación, mientras que el segundo acto, se acredita con la copia certificada del acta de hechos de fecha 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve. . .  . . . . 
TERCERO.- Que conforme a lo estipulado por el artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al análisis de las causales de improcedencia previstas en este artículo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

El   Presidente  del  Consejo  de  Honor  y  Justicia   en  la   contestación  de  la 

demanda inicial aduce que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 261 en relación con los artículos 44, 45 y 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa y 5 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, toda vez que el actor tuvo conocimiento de la resolución el 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve; en tanto que, el actor en su escrito de ampliación de la demanda aduce en esencia que, es cierto que ese día se le notificó la resolución del procedimiento administrativo disciplinario, por lo que la notificación surte sus efectos el día 2 dos de marzo del año 2009, dos mil nueve, de acuerdo con lo dispuesto por el numeral 44 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativo para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el numeral 33 en su fracción I y II del mismo Ordenamiento Legal; y, la autoridad demandada en la contestación a la ampliación  en esencia indica que el consentimiento tácito de la resolución impugnada se da por el transcurso del término para presentar la demanda. Causal de improcedencia que resulta INFUNDADA, en virtud que en autos de esta causa administrativa obra el acta levantada con fecha 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve, por Ma. Juana Verdín  Andrade, con el carácter de Jefa Administrativa de la Dirección de Tránsito Municipal de León, Guanajuato, con la intervención de J. Luz Martínez García y José Ulises Ramírez Andrade, como testigos de asistencia, en la cual consta la comparecencia de Bernardo Ramírez González y la notificación de la sanción administrativa consistente en cese del cargo que desempeñaba en la Dirección General de Tránsito de esta Municipalidad; por tal virtud, es evidente que la notificación formal de la resolución a debate, se practicó el día 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve. En consecuencia, el documento denominado acta de hechos, por sus características jurídicamente constituye una diligencia de notificación de la resolución impugnada practicada de manera personal al actor en las Oficinas de la Jefatura Administrativa de la referida Dirección de Tránsito, de acuerdo a lo estipulado por el artículo 39, fracción V, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. Luego entonces,  si la notificación de la resolución combatida se práctico el día viernes 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve, ésta surtió sus efectos el lunes 02 dos de marzo del mismo año, empezando a correr el término legal de 30 treinta días hábiles a partir del martes 03 tres, miércoles 04 cuatro, jueves 05 cinco, viernes 06 seis, lunes 09 nueve, martes 10 diez, miércoles 11 once, jueves 12 doce, viernes 13 trece, martes 17 diecisiete, miércoles 18, jueves 19 diecinueve, viernes 20 veinte, lunes 23 veintitrés, martes 24 veinticuatro, miércoles 25 veinticinco, jueves 26 veintiséis, viernes 27 veintisiete, lunes 30 treinta, martes 31 treinta y uno de marzo, miércoles 1° primero, jueves 02 dos, viernes 03 tres, lunes 13 trece, martes 14 catorce, miércoles 15 quince, jueves 16 dieciséis, viernes 17, lunes 20 veinte y martes 21 veintiuno de abril del año 2009 dos mil nueve, siendo éste el último día del plazo de 30 días hábiles para la presentación de la demanda; descontándose del referido computo los días sábado 28 de febrero, el lunes 02 de marzo, por haber surtido efectos la notificación, el domingo 1° primero, sábado 07 siete, domingo 08 ocho, sábado 14 catorce, domingo 15 quince, lunes 16 dieciséis día inhábil por ser el primer lunes de marzo en conmemoración del natalicio de Don Benito Juárez, sábado 21, domingo 22 veintidós, sábado 28 veintiocho, domingo 29 veintinueve de marzo, sábado 04 cuatro, domingo 05 cinco, lunes 06 seis, martes 07 siete, miércoles 08 ocho, jueves 09 nueve, viernes 10 diez, estos últimos 5 cinco días por corresponder al periodo vacacional de semana santa, sábado 11 once, domingo 12 doce, sábado 18 dieciocho y domingo 19 diecinueve de abril del año 2009, dos mil nueve, por corresponder a días inhábiles. Por consiguiente, Bernardo Ramírez González, presentó su demanda el último día hábil del plazo legal, estos es, el 21 veintiuno de abril del año 2009, dos mil nueve, según consta en el sello de recibido por la Oficial Común de Partes de los Juzgados Administrativos Municipales, que obra al reverso de la primera foja útil, por tanto, el actor no consintió la resolución impugnada, al encontrarse la demanda de nulidad presentada dentro del término legal de 30 treinta días hábiles establecido en el artículo 263 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
El Director de Tránsito Municipal, la Jefa Administrativa, el encargado y el auxiliar de la Comandancia Operativa de Tránsito, aducen que se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, ya que de los hechos narrados por el actor y de los documentos que aporta y ofrece como pruebas no se desprende algún acto reclamado en su contra. Causal que resulta FUNDADA, sólo respecto al Director General de Tránsito, al encargado y al auxiliar de la Comandancia Operativa de Tránsito, en razón de que éstas autoridades niegan haber suscrito los actos combatidos y la resolución a debate fue dictada por el Consejo de Honor y Justicia, mientras que, la notificación impugnada fue practicada por la Jefa Administrativa de la Dirección de Tránsito de este Municipio; siendo lo anterior así, es cierto que el Director General de Tránsito, no emitió ninguno de los actos impugnados, además de autos ni siquiera se desprenderse que le haya dado instrucciones a la multicitada Jefa Administrativa para que practicará la notificación, por tanto, este acto se tiene como emitido por dicha servidora pública; por otra parte, el encargado y el auxiliar de la Comandancia Operativa de Tránsito, sólo fungieron como testigos de asistencia, limitándose su intervención a presenciar la práctica de la notificación tildada de ilegal; en consecuencia, de las constancias que integran este expediente, se advierte que no existe acto o resolución dictado por alguna de esta tres autoridades, por ende, en cuanto a estas se configura la causal de improcedencia prevista en la fracción VI del artículo 261 del invocado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, por lo que procede sobreseer el proceso administrativo respecto al Director General de Tránsito, al encargado y al auxiliar de la Comandancia General Operativa de Tránsito Municipal, conforme a lo estipulado por la fracción II del artículo 262 del mismo Ordenamiento Legal. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Asimismo, aducen las autoridades de tránsito que respecto a la notificación de la resolución emitida por el Pleno del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León Guanajuato, opera la causal de improcedencia prevista en los artículos IV del artículo 261 del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, en razón de que en el capítulo de hechos y en el punto número 18 dieciocho, segundo párrafo, del escrito inicial de demanda, el actor confiesa que en sesión del Pleno del Consejo de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, se le impuso la sanción consistente en el cese del cargo como Agente de Tránsito, con lo que se acredita que la actora confiesa voluntariamente que tuvo conocimiento del acto combatido en fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, consintiendo tácitamente los actos que combate. En tanto que, el actor en el escrito de ampliación de la demanda alega en esencia que en el párrafo segundo del punto 18 dieciocho del capítulo de hechos de su escrito inicial de demanda, menciona que de este hecho se encuentra plasmado en la propia resolución impugnada y no se le hizo sabedor de la misma el día 21 veintiuno de enero de ese año, pues de la resolución impugnada tuvo conocimiento en el 27 de febrero del año 2009, dos mil nueve. Y las autoridades demandadas en su escrito de contestación a la ampliación de la demanda en esencia sostienen que lo expresado por el actor en su escrito inicial de demanda en los puntos 17 y 18 segundo párrafo, son confesiones que expresa sobre los actos combatidos, en el sentido de que tuvo conocimiento de los mismos en la fecha que manifiesta y no en la fecha 27 veintisiete de febrero del año 2009, dos mil nueve. Causal que resulta INFUNDADA, en razón de que de un análisis al escrito inicial de demanda específicamente al puntos 17 y 18 del apartado de hechos, no se advierte que el actor manifieste expresamente que haya tenido conocimiento de la resolución a debate, en fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, ni tampoco obra en autos constancia alguna de donde se desprenda que estuvo presente en la sesión del Pleno del Consejo de Honor y Justicia, ya que como se expresó en supralíneas, la notificación de la resolución tildada de ilegal formalmente se practicó a la parte actora con fecha 27 de febrero del año 2009, dos mil nueve, de ahí resulta que la demanda de nulidad que nos ocupa, se encuentra presentada dentro del término legal de 30 treinta días hábiles que establece el artículo 263, primer párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de León, Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
No habiendo ninguna otra causal de improcedencia que se actualice de las previstas en el citado artículo 261, se procede al estudio de los conceptos de impugnación en el siguiente considerando. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.-  El actor en el hecho 16 dieciséis y en el quinto concepto de impugnación en esencia aduce que en fecha 09 nueve de diciembre del año 2008, dos mil ocho, se presentó en las oficias de la Dirección de Asuntos Internos a la audiencia contemplada en el artículo 45 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, que solicitó se le asistiera legalmente por parte de una bogado o persona de su confianza dentro del procedimiento administrativo 485/08-TRA, petición que no fue tomado en consideración a un cuando es un derecho que le conceden los artículos 8 fracción IX del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, 4 y 48 fracción IV de la Ley de Seguridad Pública Municipal del Estado de Guanajuato, lo que lo deja en un completo estado de indefensión Jurídica. En tanto que, el Presidente del Consejo de Honor y Justicia en su contestación expresa en esencia que este concepto de impugnación es ineficaz por infundado, ya que el artículo 8, fracción II, establece que cuando se realice la comparecencia del gobernado puede hacerse acompañar de abogado o persona de su confianza, que no es agravio que el actor se haya presentado sin abogado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Concepto de impugnación que resulta FUNDADO, en mérito de las razones lógicas y jurídicas siguientes: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En todo tipo de procedimiento incluyendo administrativo disciplinario, debe aplicarse el derecho de la defensa previa, el que comprende estos dos aspectos: a).-Que los presuntos responsables de la comisión de alguna falta administrativa de las previstas en el artículo 28 del Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, se hagan patrocinar y representar preferentemente por personas profesionales del derecho; y b).- El derecho de ofrecer y desahogar pruebas, así como de alegar los que a su interés convenga. . . . 

Así, la defensa no será adecuada si a los elementos de los Cuerpos de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, no se les da la oportunidad de ser patrocinados por un abogado e incluso por una persona de su confianza  tal y como lo dispone nuestra Carta Magna; y, no obstante que el referido Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, no establece de manera expresa el derecho a ser patrocinados y representados en el procedimiento administrativo disciplinario cuya instauración esta a cargo del Consejo de Honor y Justicia, debe aplicarse lo establecido en el artículo 48, fracción IV, de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, pues este numeral establece los derechos que tienen los elementos de los cuerpos de seguridad pública, dentro del que se encuentra el de recibir asistencia jurídica gratuita institucional; precepto legal que establece: . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“Artículo 48.- Son derechos de los integrantes de los cuerpos de seguridad pública:

IV.- Recibir asistencia jurídica gratuita institucional, en los casos que por motivo del cumplimiento del servicio sean sujetos de algún procedimiento que tenga por objeto fincarles responsabilidad penal, civil o administrativa.”
Conforme  a  este  numeral  el  Consejo  de Honor  y Justica  de los Cuerpos de 
Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato, en todo procedimiento administrativo disciplinario que inicie debe velar por la observancia del derecho de defensa previa de los miembro de los cuerpos de seguridad pública municipal, de este modo, tiene la obligación de designarle al presunto responsable de la comisión de una falta administrativa desde la primer comparecencia un abogado o licenciado en derecho, pues, por asistencia jurídica gratuita institucional, debemos interpretar que se trata del defensor de oficio o de un abogado pagado por el Municipio. Sobre el particular cabe mencionar que la fracción IV del artículo 48 de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, resulta aplicable al demandante, en virtud de que el Reglamento del Consejo de Honor y Justicia de los Cuerpos de Seguridad Pública  Municipal de León, Guanajuato, es una extensión de la referida Ley de Seguridad Pública, por lo que en el procedimiento disciplinario 485/08 TRA que se le instauro a Bernardo Ramírez González, se debió haber designado abogado defensor pagado por el Municipio, para que le brindada asistencia jurídica al actor dentro del citado procedimiento, máxime que el justiciable así lo solicitó en la audiencia pública del procedimiento administrativo disciplinario establecida en el artículo 45-A del multicitado Reglamento del Consejo de Honor y Justicia, celebrada en fecha 9 nueve de diciembre del año 2008, dos mil ocho, según se expresa en el quinto considerando de la resolución a debate. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Abundando lo anterior, el hecho de que el Consejo de Honor y Justicia, dentro del procedimiento disciplinario administrativo de origen, no haya concedido al actor el derecho, previsto en la fracción IV del artículo 48 fracción IV de la Ley de Seguridad Pública para el Estado de Guanajuato, viola en perjuicio del demandante el derecho de audiencia, el que tiene como propósito dar la oportunidad de defensa y la oportunidad de ofrecer y desahogar apruebas, siendo el caso que se afectó la defensa del justiciable, vicio del procedimiento que le causa un grave perjuicio, al dejarlo en completo estado de indefensión. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio en la tesis  sustentada por el Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de Guanajuato, publicada en la obra denominada “Criterios 2000-2008”, visible en la pagina 283, bajo el rubro siguiente: “ELEMENTOS DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD PÚBLICA. DERECHO A LA ASISTENCIA JURÍDICA GRATUITA INSTITUCIONAL.- Si la Ley de Seguridad Pública del Estado de Guanajuato establece, en su artículo 48, fracción IV, el derecho que tienen los elementos de los cuerpos de seguridad pública de ser asistidos por un defensor gratuito proporcionado por la propia institución, cuando pretenda fincárseles responsabilidad administrativa y en el procedimiento administrativo disciplinario se advierte que la profesionista designada únicamente se limitó a estar físicamente presente en las diligencias, sin ofrecer o desahogar pruebas de su parte, imponerse de las que obren en su contra, objetarlas y desvirtuarlas o alguna otra actuación técnico-jurídica dirigida a desvirtuar el señalamiento de responsabilidad en contra del actor, es de concluir que la demandada no está dando cumplimiento a su correlativa obligación legal como institución de seguridad pública, pues no garantiza que el servidor público sujeto a procedimiento tenga la oportunidad de controvertir los hechos que se le imputan, generando en su perjuicio un estado de indefensión, por lo que debe ordenarse la reposición del procedimiento por violaciones formales, concretamente a la garantía de audiencia prevista por el artículo 14 de nuestra Ley Fundamental.” (Toca 112/07. Recurso de Revisión interpuesto por Baltazar Vilches Hinojosa, en su carácter de Secretario de Seguridad Pública del Estado. Resolución de fecha 12 de marzo de 2008). . . . . . . . . . . 
En consecuencia, la resolución impugnada carece del elemento de validez exigido por la fracción VIII del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por vicios del procedimiento que afectan la defensa del justiciable, lo que origina la ilicitud de la resolución combatida; por consiguiente, en la especie, se afecta de manera directa e inmediata la esfera de derechos de la parte actora, al violarse en su perjuicio el artículo 48 fracción IV de la Ley de Seguridad Pública Municipal de León, Guanajuato y 4, primer párrafo, de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato, por lo que de acuerdo a lo previsto en el artículo 302, fracción III, del citado Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es de declararse la nulidad de la resolución impugnada, para el efecto de que se reponga el procedimiento administrativo disciplinario instaurado a Bernardo Ramírez González y el Consejo de Honor y Justica, a través de su Secretario técnico, le designe un defensor pagada por el Municipio, a fin de otorgarle al actor la asistencia jurídica gratuita institucional y en su momento procesal oportuno resuelva lo que en derecho corresponda; dicha nulidad se declara para efecto, toda vez que las violaciones procesales aducidas en el concepto de impugnación analizado constituye vicios de carácter meramente formal y su procedencia excluye el análisis de la argumentación lógica y jurídica expresada en los otros puntos de conceptos de impugnación. Respecto a la nulidad para efectos de que se subsanen las omisiones procesales, resulta ilustrativa la tesis de jurisprudencia con registro número, 214258, localizada en la  Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 71, Noviembre de 1993. Página: 69, Tesis: V.2o. J/80, Jurisprudencia. Materia(s) Común, bajo el rubro siguiente: “VIOLACIONES FORMALES. SI SE DECLARAN FUNDADAS, EL AMPARO DEBE CONCEDERSE PARA QUE SE SUBSANEN, SIN ENTRAR AL FONDO. Si se declara procedente un concepto de violación de carácter formal, debe concederse el amparo para el efecto de que se subsane, sin entrar al fondo de la cuestión planteada en el juicio de garantías, pues en todo caso ese fondo será materia de un nuevo juicio de amparo que en su caso se promueva en caso de subsistir la pretensión de inconstitucionalidad del acto, por parte del quejoso, una vez que se repare la violación formal.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que la procedencia del punto del concepto de impugnación analizado en el considerando que antecede excluye el estudio de los demás argumentos expresados por la actora en los otros puntos de agravio señalados en su demanda. Al respecto resulta ilustrativa la Tesis de Jurisprudencia con número de registro: 213.013, en materia(s): Común, localizada en la Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación.75, Marzo de 1994. Tesis: V.2o. J/87. Página: 55, bajo el siguiente rubro: “CONCEPTOS DE VIOLACION POR VICIOS DE FORMA DEL ACTO RECLAMADO. SU PROCEDENCIA EXCLUYE EL EXAMEN DE LOS QUE SE EXPRESAN POR FALTAS DE FONDO (AUDIENCIA, FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DEL ACTO EN CITA). Cuando se alegan en la demanda de amparo violaciones formales, como lo son las consistentes en que no se respetó la garantía de audiencia o en la falta de fundamentación y motivación del acto reclamado y tales conceptos de violación resultan fundados, no deben estudiarse las demás cuestiones de fondo que se propongan, porque las mismas serán objeto ya sea de la audiencia que se deberá otorgar al quejoso o, en su caso, del nuevo acto, que emita la autoridad; a quien no se le puede impedir que lo dicte, purgando los vicios formales del anterior, aunque tampoco puede constreñírsele, a reiterarlo.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

SEXTO.-  Que   en  cuanto  al   reclamo  del  pago  de  los  daños  y  perjuicios, 
consistentes en el pago de las prestaciones correspondientes conforme a las leyes aplicables, por despido injustificado, el pago íntegro de sus salarios a partir de la fecha en que se le notificó al actor verbalmente la resolución combatida hasta que se dicte esta resolución,  así como el pago de la indemnización correspondiente; ya que esta pretensión es accesoria, de ahí que, al haber resultado la ilegalidad del acto impugnado por vicios de carácter formal, en este momento jurídicamente no son atendibles, ya que no estamos en posibilidad de determinar la procedencia o improcedencia de las citadas prestaciones. Lo anterior es así, en razón de que estas acciones podrán ser materia del nuevo juicio de nulidad, que en dado caso se llegare a promover, en contra de la resolución que la demandada llegara emitir, previo cumplimiento de las formalidades  esenciales del procedimiento y a través de la cual se determinará la comisión o no de las faltas administrativas impugnadas al actor, y que como consecuencia se le impusiera al actor una sanción, esto siempre y cuando se entre al estudio del fondo del asunto que llegase a plantearse; e incluso, no puede descartarse la posibilidad de que la autoridad demandada concluyera en la no comisión de las faltas administrativas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Por lo expuesto y a demás con fundamento en los artículos 206-A párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; y, 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 261 fracción VI, 262 fracción II,  287, 298, 299, 300 fracciones III y 302 fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . .  . . . . . . . . . 

SEGUNDO.- Se declara el SOBRESEIMIENTO DEL PRESENTE PROCESO ADMINISTRATIVO, respecto del Director General de Transito, del Encargado del Despacho de la Comandancia General Operativa de Tránsito Municipal y del auxiliar de la Comandancia General Operativa de Tránsito Municipal; por las razones lógicas y jurídicas expuestas en el considerando tercero de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD de la resolución de fecha 21 veintiuno de enero del año 2009, dos mil nueve, para el efecto de que se reponga el procedimiento administrativo disciplinario expediente número 485/08 TRA, instaurado a Bernardo Ramírez González y el Consejo de Honor y Justica, a través de su Secretario técnico, le designe un abogado o licenciado en derecho para que asista al actor en el referido procedimiento y en el momento procesal oportuno resuelva lo que en derecho corresponda, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el cuarto considerando de esta fallo. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- No se entra al estudio de  las pretensiones intentadas por el actor, respecto al reclamo del pago de daños y perjuicios, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el sexto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése  de baja en el Libro de Registro de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma, en 7 siete tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Acuerdos la LICENCIADA MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

ESTA FOJA FORMA PARTE DE LA SENTENCIA DE FECHA 10 DIEZ DE MARZO DEL AÑO 2010, DOS MIL SIEZ,  DICTADA EN EL EXPEDIENTE No. 117/2009-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
